Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 42 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Carpeta N* 864/2012 *Registro Nacional de Operadores Inmobiliarios' Creación. Proyecto de ley con 
exposición de motivos presentado por el señor Senador Jorge Saravia (Distribuido N* 1383/2012). 


Carpeta N* 868/2012. Titularidad del Derecho de Propiedad sobre Inmuebles Rurales y Explotaciones 
Agropecuarias”. Se modifica el artículo 1? de la Ley N* 18.092, de 7 de enero de 2007, en la redacción 
dada por el artículo 349 de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 2007. Mensaje y proyecto de ley 
remitido por el Poder Ejecutivo (Distribuido N* 1401/2012). 


Carpeta N* 874/2012. “Elecciones Internas de los Partidos Políticos'. Se establecen normas para 
publicidad y propaganda. Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por el señor Senador 
Luis Alberto Lacalle (Distribuido N* 1402/2012). 


Carpeta N* 875/2012. “Inscripción de la Adaptación de los Estatutos de las Cooperativas”. Se modifica 
el artículo 221 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008. Proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes (Distribuido N* 1409/2012). 


Invitación enviada por el Instituto de Derecho Informático de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de la República Oriental del Uruguay, para concurrir a la Tercera Sesión Académica 2012 *El Convenio 
de Budapest sobre Ciberdelincuencia. Luces y Sombras', a realizarse el día 29 de mayo, a las 19 
horas. 


FUE REPARTIDA OPORTUNAMENTE” 


-Todos estos temas se agregarán al Orden del Día de la sesión de hoy, poniendo en primer 
lugar, por una cuestión de plazos, la Inscripción de la Adaptación de los Estatutos de las Cooperativas; 
luego, la iniciativa del Poder Ejecutivo y a continuación, el resto de los asuntos. 


SEÑOR DA ROSA.- No sé si figura en el Orden del Día un proyecto de ley sobre interpretación de la 
norma constitucional relativa al procedimiento a seguir para proceder al desafuero, cuyo desarchivo 
solicité, por nota, a comienzos de este año. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se incorporará al Orden del Día. 


Como algunos días no estuve, no sé si los integrantes de la Bancada oficialista trasmitieron 
al resto de los miembros de la Comisión que vamos a llevar adelante la discusión de una modificación 
del Código del Proceso Penal. Vamos a tratar de analizarlo en fechas y horarios que no sean los de la 
Comisión, lo que va a exigir un esfuerzo adicional de todos y pretendemos aprobarlo en los próximos 
tres meses. No queremos hacerlo sobre tablas porque, si bien todos estamos contestes, consideramos 
que debemos ir analizando artículo por artículo. Además, si todos estamos de acuerdo, sería bueno 
que algún miembro de la Comisión estuviera presente durante esos días a efectos de trasmitir las 
opiniones en el momento de llevar a cabo la votación. Tal vez durante un mes y medio podríamos 
realizar formalmente una serie de entrevistas a los órganos o instituciones involucradas, como el 
Colegio de Abogados y las Universidades, a fin de quedar en condiciones de empezar con el 
tratamiento del articulado. 


La Bancada oficialista tiene dos o tres tareas pendientes. En principio, existe un tema de 
financiamiento. Si la teoría es que todos somos iguales ante la ley -así debería ser- esto no se puede 
aplicar por etapas y por zonas, como ocurrió en algunas provincias argentinas o en otros países, 
puesto que a una persona detenida en un lugar se le aplicaría un Código y a otra, en un departamento 
diferente, otro. Si esa teoría prosperara y hubiera que implementar esto de una sola vez, tendrían que 
realizarse conversaciones a nivel financiero. Estamos en una situación distinta a la de hace dos años, 
por lo que habría que implementar las previsiones presupuestales correspondientes para la entrada en 
vigencia de la norma. 


Otro tema pendiente es el de los fiscales. La Bancada oficialista es consciente de que hay 
que hacer algo en ese sentido, pero todavía no tenemos una respuesta clara. Cuando vayamos 
procesando todo esto, iremos encontrando la forma de abordar el tema; incluso, tendremos 
oportunidad de analizar las iniciativas que se han puesto arriba de la mesa, como la del señor Senador 
Pasquet u otras que consideremos que van por el camino propuesto. 


Asimismo, tenemos que tomar decisiones acerca de si va a haber una nueva institución 
dedicada al abordaje del tema en lo que respecta a los aspectos jurídicos y de derechos humanos. 
Naturalmente que ello no afectaría en nada a la Justicia ni al Poder Judicial, pero en todo caso habría 
una nueva institucionalidad. Esta sería otra tarea a emprender. 


Como principio tienen las cosas, si los señores Senadores están de acuerdo, lo ideal sería 
dedicar los días jueves, de 15 a 16 y 30 horas, para comenzar a tratar el tema. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Si no me equivoco, en la última o en la penúltima reunión de la Comisión 
resolvimos dedicar los últimos martes de cada mes -después del 18- al tratamiento de este 
tema. Además, creo que se ha previsto la comparecencia del doctor Preza. 


SEÑOR DA ROSA.- Complementando la información que está brindando el señor Senador Nin Novoa, 
que muestra exactamente lo que habíamos acordado, señalo que habíamos resuelto tratar por primera 
vez el tema el día 12 de junio, pues hay un feriado que acortaría mucho el tiempo de consideración de 
la iniciativa. Incluso, creo que habíamos decidido comenzar con el análisis de los primeros 43 artículos 
hasta el capítulo relativo al Ministerio Público. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Habíamos acordado solicitar al doctor Preza que hiciera una presentación del 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El próximo martes comenzaríamos a transitar por ese camino y a monitorear 
el tema, pero tenemos un problema porque ese día se va a reunir el Senado, en régimen de Comisión 
General, para recibir al señor Ministro de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: justamente quería recordar esa circunstancia. Creo que 
debemos buscar otra fecha para empezar el análisis de ese tema. Además, pienso que tenemos que 
prescindir de la convocatoria de entidades como el Colegio de Abogados, la Facultad de Derecho, 
etcétera, porque todas ellas han participado en el proceso de elaboración del anteproyecto. Considero 
que, desde el punto de vista institucional, cumplimos al convocar a la Suprema Corte de Justicia 
-Órgano jerárquico del Poder Judicial- de acuerdo con el planteo que realizó el señor Senador Gallinal. 
Si invitamos a todos los demás -Colegio de Abogados, Ministerio Público, Asociación de Fiscales del 
Uruguay, Asociación de Defensores Públicos del Uruguay, etcétera- quién sabe cuándo podremos 
empezar el examen del articulado. Partiendo de la base de que todas esas instituciones ya participaron 
en la elaboración del anteproyecto, sería partidario de ir directamente a su análisis; de lo contrario, no 
nos van a dar los tiempos y llegaremos fin de año sin siquiera darle media sanción en el Senado. Si 
alguien hiciera cuestión y solicitara ser recibido por la Comisión desde luego que aceptaríamos, pero 
entendemos que ese tipo de reuniones donde simplemente se exponen generalidades, se hacen 
comentarios sobre las principales características del nuevo Código, etcétera, no nos aportan nada y 
nos insumen un tiempo que a esta altura de las circunstancias nos está faltando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No podemos prescindir de esas opiniones; lo que podríamos hacer es enviar 
una carta con el proyecto de ley -a los efectos formales- solicitando su opinión y dejando una puerta 


abierta para que aquella institución que desee brindarla en forma presencial solicite una entrevista. 
Entiendo que no sería bueno que ante una modificación del Código del Proceso Penal de tal magnitud 
se nos diga que no requerimos su opinión, aunque sí lo hayamos hecho. Por lo tanto, si alguna de 
estas entidades solicita una entrevista o algún señor o señora Senadora solicita especialmente que 
concurra determinada institución, la recibiríamos. Este puede ser un camino intermedio para que 
después no se nos diga nada. Esta es una reforma pesada y si -como probablemente va a ocurrir- al 
implementarse tiene defectos -que deberán ser corregidos porque las cosas son dinámicas- que no se 
nos diga que ellos ya los habían visto pero nosotros no los consultamos. De esa manera, les damos la 
oportunidad de que lo hagan en forma escrita o presencial. Por ahora mantendríamos la reunión del 
martes 12 de junio con el doctor Preza y ese día, si a las 13 horas vemos que la Comisión General va a 
continuar, solicitamos a la Secretaría que lo llame, le pida disculpas y le diga que, de acuerdo con el 
Reglamento del Senado, mientras el Plenario está sesionando no puede estar reunida ninguna 
Comisión. Suspenderíamos la reunión con tiempo y no cuando el doctor Preza esté esperando ser 
recibido. 


Si todos estamos de acuerdo, actuaríamos en consecuencia. 
(Apoyado) 


Por lo tanto, pedimos a la Secretaría que envíe una nota a la Asociación de Fiscales del 
Uruguay, a la Asociación de Magistrados del Uruguay, al Colegio de Abogados del Uruguay y a las 
diferentes Universidades, es decir, a todo aquel que pueda brindarnos una opinión al respecto. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que la mejor solución es la que propone el señor Presidente y creo 
que se puede relacionar con el planteo que hacía el señor Senador Pasquet. De esa manera, seguimos 
trabajando y a todas las entidades, instituciones y asociaciones gremiales notoriamente vinculas a esta 
temática que quieran hacer aportes, les brindamos la posibilidad de que nos den su opinión. Es más, 
creo que a nosotros nos va a venir muy bien tener su opinión por escrito porque, en la medida en que 
vayamos avanzando en el estudio del articulado, si surgen diferencias importantes esto podrá 
ayudarnos a resolverlas. 


De acuerdo con lo que he visto hasta hoy en el trabajo que hemos desarrollado aquí, en las 
consultas que hemos hecho, en lo que hablamos con las delegaciones que hemos recibido y por 
algunas conversaciones que hemos mantenido fuera del ámbito parlamentario parece muy difícil llegar 
a una instancia en la que tengamos en un punto común a todos aquellos que tienen incidencia 
fundamental en la vigencia del nuevo Código. Estoy hablando del Poder Ejecutivo, del Poder 
Legislativo y del Poder Judicial, y en lo que respecta al primero de ellos, no me refiero sólo a los 
Ministerios de Economía y Finanzas o de Educación y Cultura a través del Fiscal de Corte. En lo 
personal, me gustó mucho -sin perjuicio de que debemos estudiar el asunto porque no se trata solo de 
pronunciarse- la idea que nos trajo la Suprema Corte de Justicia; incluso, hice este comentario a algún 
otro Senador. Estoy hablando de empezar a trabajar sobre la base de que se va a aprobar un Código 
en un plazo más o menos breve -la brevedad pasa por el estudio y la rapidez con que podamos tomar 
el conocimiento necesario del tema- pero con una vigencia diferida, en un tiempo más que importante, 
ya que no estamos pensando en 6 meses o un año, sino en 3, 4 o 5 años. Si no me equivoco, el 
Ministro Chediak habló de hasta 5 años. Me parece que este es un buen camino, aunque está claro 
que no puede ser demasiado largo porque podría generar la idea de que no entraría en vigencia nunca 
más. En definitiva, ese plazo no puede ser demasiado corto porque es necesario congeniar todas las 
voluntades involucradas en el tema. En ese sentido, me parece que es buena y comparto la idea del 
señor Senador Pasquet en cuanto a generar una nueva institucionalidad para los fiscales. Estoy 
señalando solo un tema, pero si se considera necesario que, más allá de la institucionalidad que se 
cree, haya un tiempo de preparación para que los fiscales se adapten al nuevo Código - 
también podemos pensar lo mismo con relación a los jueces- no creo que haya inconveniente. Me 
parece que tenemos que empezar a trabajar sobre esos aspectos y por eso consulto al señor 
Presidente con respecto a pedir la opinión de todas las instituciones vinculadas, enviándoles, al mismo 
tiempo, la versión taquigráfica de la reunión que mantuvimos con la Suprema Corte de Justicia para 
que puedan conocer su opinión, más allá de la nuestra, que no hemos dado a conocer. No hay que 
olvidar que la Suprema Corte de Justicia también nos ayudó a despejar el camino al afirmar que no 
puede haber vigencia parcial porque eso podría ser inconstitucional, tanto desde el punto de vista del 
tiempo como del espacio. 


Por consiguiente, si los señores Senadores y la Señora Senadora Constanza Moreira están 
de acuerdo, propongo pedir la opinión de las instituciones involucradas, adjuntando a la invitación la 
versión taquigráfica de la sesión en la que compareció la Suprema Corte de Justicia en esta Comisión. 
Me parece muy importante el punto de vista de este Organismo porque es la entidad jerarca del Poder 
Judicial. Creo que esto es fundamental porque después siempre aparecen los que dicen que, aunque 
va muy bien el trabajo con el Código, recién va a entrar en vigencia dentro de 4 años. Esto no debe ser 
así, porque se supone que si vamos a resolver en este asunto lo vamos a hacer con un fundamento 
importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará en lo que respecta a la parte específica, señor Senador, ya que la 
Suprema Corte de Justicia compareció para hablar también de otro tema. 


SEÑOR GALLINAL.- Estoy totalmente de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al primer punto del Orden del Día, sinceramente, quiero decir 
que no pude analizarlo -los integrantes de la Comisión tendrán que entender que no fue posible debido 
a la intensa actividad partidaria- por lo que solicito que lo consideremos en otra sesión ya que no voy a 
poder expedirme sobre él; incluso, en el día de ayer tuvimos reunión de Bancada y no comentamos 
este tema. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero hacer un comentario con respecto al primer punto del Orden del Día, 
relativo a la Ley Orgánica de la Judicatura y de Organización de los Tribunales. 


Deseo dejar a consideración de los señores Senadores un texto ligeramente modificado para 
el artículo 1% del proyecto de ley, que elaboré teniendo en cuenta los comentarios que hizo aquí el 
doctor Chediak, quien expuso la opinión de la Suprema Corte de Justicia. En líneas generales, 
compartía los planteos del proyecto y señalaba que no le parecía bien que la violación de los deberes 
que se pretenden consagrar significara una falta grave, salvo cuando se tratara de los principios de 
independencia, imparcialidad o probidad, pero no de otros como, por ejemplo, el de decoro. Entonces, 
elaboré una nueva redacción para este artículo que, si me permiten, voy a leer. Dice así: “Artículo 1. 
Sustitúyese la redacción del artículo 88 de la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985 por la que a 
continuación se enuncia: “Artículo 88. Los jueces deberán ajustar su conducta a los principios de 
independencia, imparcialidad, probidad, idoneidad, decoro y respeto, y si así no lo hicieren serán 
sancionados de conformidad con lo dispuesto por el artículo 114 de la presente ley. El apartamiento de 
los principios de independencia, imparcialidad o probidad se considerará siempre falta grave. La 
Suprema Corte de Justicia reglamentará lo dispuesto en este artículo”. Con esta redacción se pretende 
tomar en consideración la observación del doctor Chediak. 


Un comentario adicional que me permito hacer es el siguiente. 


El doctor Chediak se refirió al que pasaría a ser el artículo 88 bis, de aprobarse esto, como si 
fuera una modificación propuesta por mí, que tiene que ver con el deber de residencia de los Jueces en 
el lugar de la Sede en la que prestan funciones. Aclaro que esta no es una innovación, sino que esa 
norma que establece el deber de residencia hoy es el artículo 88 y es el primero del Capítulo de la Ley 
Orgánica de la Judicatura que establece los deberes, prohibiciones e incompatibilidades de los Jueces. 
El primer artículo de la Sección ll de la ley es este artículo 88 que establece que todos los Jueces 
deberán domiciliarse en el lugar donde tenga asiento la Sede en que presten servicios, etcétera. En 
este sentido, propongo reservar el primer lugar de esta Sección “Deberes, Prohibiciones e 
Incompatibilidades”, a la consagración de estos principios que me parecen absolutamente básicos, 
como la independencia, imparcialidad, probidad, etcétera y relegar la disposición relativa al lugar de 
residencia al artículo 88 bis, para no alterar la numeración de toda la ley. Digo esto porque me parece 
que el artículo que encabeza la Sección debe ser el que establece los deberes fundamentales y lo 
relativo al domicilio puede ir como artículo 88 bis. Aclaro que esta no es una modificación que yo 
proponga, salvo en lo que tiene que ver con la numeración, pues la norma que tiene que ver con el 
domicilio viene de antes y es tradicional. 


Esta es la aclaración que quería realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al señor Senador Pasquet que deje una copia a la Secretaría del 
artículo que propuso a los efectos de que contemos con él cuando se vaya a discutir el tema. 


Se pasa a considerar el segundo punto del Orden del Día: “Defensor Nacional del Medio 
Ambiente, el Territorio y el Patrimonio Cultural y Artístico” (Carpeta N* 837/2012). 


No sé si durante el tiempo que no estuve presente se recabó la opinión de los Ministerios 
involucrados en el tema. Me gustaría consultar a los señores miembros de la Comisión si consideran 
una buena medida enviar el proyecto de ley a las autoridades de los Ministerios de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Educación y Cultura para que expresen su opinión al 
respecto, sea por vía escrita o por comparecencia si lo entienden oportuno. 


SEÑOR PASQUET.- Creemos que también sería importante conocer la posición de los representantes 
de la Suprema Corte de Justicia, habida cuenta de que mediante esta iniciativa se propone la creación 
de un Juzgado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. Se hará la comunicación correspondiente. 


Se pasa a considerar el tercer punto del Orden del Día: “Pedidos de Informes formulados por 
Legisladores” (Carpeta N* 841/2012). 


No sé si el señor Senador Pasquet ya realizó la presentación. 


SEÑORA MOREIRA.- En virtud de que en ese momento no estuve presente, me gustaría que hiciera 
alguna mención al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta al señor Senador si desea volver a presentar el proyecto de 
ley. 


SEÑOR PASQUET.- Estoy a disposición de la Comisión, señor Presidente. 


La idea de esta iniciativa es muy sencilla pues en materia de pedidos de informes tenemos 
dos grandes normas. Una de ellas corresponde a una ley del año 2003 que regula los pedidos de 
informes presentados por los Legisladores y establece una serie de plazos bastante extensos y la otra 
refiere a una norma más reciente, del año 2008, vinculada al acceso a la información pública, que 
contiene plazos más breves y, además, establece la tutela jurisdiccional del derecho a la información, 
que es una pieza absolutamente clave en el mecanismo de la Ley de Acceso a la Información Pública. 


Concretamente, lo que aquí se propone es equiparar el tratamiento de los Legisladores con 
el de los sujetos que pueden pedir información de acuerdo con la Ley de Acceso a la Información 
Pública. Aclaro que esto lo puede hacer cualquier sujeto, sea ciudadano o no, sea habitante del país o 
no, persona física o jurídica de cualquier parte del mundo. De acuerdo con esta normativa, quien pide 
información tiene derecho a que se le conteste en plazos relativamente breves, fijados en veinte días 
hábiles, con la opción de prórroga por otros veinte días hábiles si así lo solicita el organismo requerido. 
En caso de que la respuesta no se dé en plazo, la persona puede recurrir a la Justicia. Como dije, esto 
lo puede hacer cualquier sujeto; puede ser un extranjero que está de paso por el país haciendo una 
tesis académica e, incluso, uno que esté radicado en Hong Kong y solicite información pública vía 
correo electrónico. Ante esta situación, la respuesta debe darse en veinte días hábiles o, a lo sumo, 
prorrogarse por veinte días más. Ahora bien, si el que solicita la información es un Legislador, dispone 
de un plazo de 45 días hábiles la primera vez y el organismo requerido puede solicitar una prórroga por 
treinta días. Una vez concedida la prórroga sin que se haya dado una respuesta, la información es 
solicitada a través de la Cámara a la que pertenece, para lo cual existe un plazo de treinta días. O sea 
que el plazo total es de 105 días hábiles. 


Por lo expuesto, propongo equiparar el tratamiento del Legislador con el de cualquier 
persona que pida información amparada por la Ley de Acceso a la Información Pública. Aclaro que esto 
no sería un privilegio para el Legislador; por el contrario, se procura eliminar la situación de desventaja 


en la que se encuentra el Legislador. Y así como propongo abreviar los plazos, también sugiero que si 
estos se agotan sin respuesta, el Legislador pueda hacer lo mismo que cualquier otra persona: ir al 
Juzgado a pedir que le den información por la vía judicial. Este es mi planteo: una equiparación; nada 
más. 


SEÑOR ROSADILLA.- Hemos estudiado esta propuesta y creemos que lo planteado por el señor 
Senador Pasquet adolece de un defecto. 


Cuando los Legisladores solicitamos informes a los señores Ministros, en algunos casos se 
trata de la remisión de documentos, pero en otros de la elaboración de información. Por lo tanto, se 
necesita un trabajo de recolección, de análisis, de ordenamiento de la documentación y de envío. El 
particular puede acceder a la información documental; sin embargo, cuando los Legisladores 
solicitamos un pedido de informe -y todos lo hemos hecho alguna vez- introducimos preguntas que no 
necesariamente se encuentran en un documento, por lo que el Ministro tiene que arbitrar disposiciones 
a los efectos de que distintas partes orgánicas de la Cartera, primero recaben la información, luego la 
compaginen, la organicen y, por último, la envíen. 


Viví las dos experiencias, pero entiendo que cuando la prensa dice: “Dígame quiénes 
estaban en el SID entre el año tal y el año cual”, en ese caso se va al SID, se busca el documento y se 
envía al medio de prensa; otra, muy distinta, es cuando se trata del pedido de un Legislador. Puede 
haber una solicitud de las mismas características, en el sentido de decir: “Envíeme el material sobre la 
progresión de tal actividad agropecuaria”, lo que se puede encontrar en un archivo. Entonces, se 
desarchiva y se envía en cuestión de minutos. En cambio, en otros casos implica un trabajo y esto lo 
digo desde la experiencia. La buena voluntad que se pueda tener para responder eficaz y rápidamente 
al Parlamento genera un trabajo de producción de información. 


Por estos motivos, y asumiendo que hay una diferencia -aquí estamos estableciendo plazos 
distintos para cualquiera de las hipótesis- acompaño la equiparación para el caso de envío de 
documentación. Es decir que se solicita la documentación sobre determinado tema y nadie puede 
decir, salvo que denuncie extravío, que no la tiene, aunque quizás le cueste uno, dos o tres días para 
ubicarla, fotocopiarla y enviarla. Para el caso de que haya que producir información, puedo decir que 
los recursos no son los suficientes, más allá de la voluntad personal. Además, estos pedidos de 
información ayudan al Ministerio a ordenarse en determinadas cosas. Por lo tanto, en la apreciación 
que realiza el señor Senador, creo que se comete el error en equiparar cosas que eventualmente 
pueden tener distinto contenido: uno, brindar información documental que ya existe; y otra, producir 
información, lo que seguramente requiere otros plazos. A veces, estos pueden ser cortos y otras, 
extensos. Es eso lo que quería plantear; quizá haya que avanzar en esto, pero separando claramente 
una cosa de la otra, es decir, remitir documentación existente, de lo que es producir la información que 
el Legislador requiere. 


SEÑOR PASQUET.- Tomo la observación del señor Senador Rosadilla y veré, cuando tratemos el 
proyecto de ley, si puedo aportar alguna redacción que contemple lo que él ha planteado. 


SEÑOR ROSADILLA.- Debo decir que miré este material. Además, me parece que deberíamos ir a 
más; pienso que deberíamos manejar la información on-line. Hoy por hoy eso puede hacerse y debería 
hacerse de esa manera. Ni siquiera tendríamos por qué pedirla, sino simplemente entrar al sitio y 
obtenerla. 


De hecho, estábamos intentando hacer eso. Pensábamos que no sería necesario pedirlo 
porque esto tiene que ser de dominio público. 


Ahora bien, en la situación que estamos viviendo, si necesitamos conocer el estado de pago 
de las Naciones Unidas, llamamos por teléfono y en dos minutos tenemos esa información. 


SEÑOR PASQUET.- Desgraciadamente, la realidad nos dice que las cosas no funcionan así, señor 
Senador. 


SEÑOR ROSADILLA.- Comprendo, señor Senador, y acompaño lo que refiere a la parte documental. 
En lo que refiere al otro aspecto, quizás haya que pensarlo, porque hay cosas que son sencillas de 
construir, pero otras son más complejas. 


SEÑOR PASQUET.- Busquemos, entonces. 


SEÑOR NIN NOVOA.- El artículo 4 de la Ley N* 18.381 establece algunas cosas que pueden 
allanarnos el camino. 


En lo que refiere a la información pública, se establece que se presume pública toda 
información producida, obtenida, en poder o bajo control de los sujetos obligados por la presente ley, 
con independencia del soporte en el que estén contenidas. Esto hace referencia, precisamente, a lo 
que establecía el señor Senador Rosadilla: una cosa es producirla y otra, tenerla bajo control. 


Más adelante, el artículo 5* refiere la obligación de la difusión pública. En él se establece: 
“Los organismos públicos, sean o no estatales, deberán difundir en forma permanente, a través de sus 
sitios web u otros medios que el órgano de control determine, la siguiente información mínima: 


A) Su estructura orgánica. 
B) Las facultades de cada unidad administrativa. 


C) La estructura de remuneraciones por categoría escalafonaria, funciones de los cargos y sistema 
de compensación. 


D) Información sobre presupuesto asignado, su ejecución, con los resultados de las auditorías que 
en cada caso corresponda. 


E) Concesiones, licitaciones, permisos o autorizaciones otorgadas, especificando los titulares o 
beneficiarios de estos. 


F) Toda información estadística de interés general, de acuerdo a los fines de cada organismo. 


G) Mecanismos de participación ciudadana, en especial domicilio y unidad a la que deben dirigirse 
las solicitudes para obtener información”. 


Esto también viene bien porque es una manera de controlar si los organismos públicos, 
estatales o no, que están sometidos a este tipo de legislación, están cumpliendo con esta norma. En 
este sentido, creo que en la mayoría de ellos es así. 


Me parece que si podemos despejar la diferencia existente entre la información producida y 
la tenida bajo control, daríamos un gran paso para la redacción de una norma que ponga en pie de 
igualdad a los Legisladores con el resto de los ciudadanos. 


SEÑORA MOREIRA.- Creo que podría resultar útil enviar el texto del proyecto de ley y la versión 
taquigráfica de esta breve discusión a la Unidad de Acceso a la Información Pública, estipulada en el 
artículo 19 de la ley, la que está bajo la órbita de la Agesic, es decir, la Agencia para el Desarrollo del 
Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento. De pronto, 
podríamos hacer una consulta a la Unidad de Acceso a la Información Pública. 


Leyendo el texto de la ley, vemos que esta Unidad está dirigida por un Consejo Ejecutivo 
integrado por el Directorio Ejecutivo de la Agesic y por dos miembros designados por el Poder 
Ejecutivo. Dado que toda la información pública está sometida a este órgano de control, pienso que 
podríamos hacerle una consulta simplemente para que nos envíe una opinión autorizada sobre este 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará, señora Senadora. Y enviaremos la versión taquigráfica referente 
a este Capítulo y quedamos a la espera de su respuesta. 


Corresponde considerar el cuarto y último proyecto de ley de la sesión del día de hoy, relativo 
al tráfico ilícito de armas. 


Desconozco si hay entrevistas solicitadas con respecto a este tema. En lo personal, se me 
solicitó una entrevista -informé que la misma debía ser solicitada a Secretaría- por parte de gente que 
está vinculada a la venta de armas, que si bien están de acuerdo con este proyecto de ley, plantean 
una pequeña modificación en lo que tiene que ver con el transporte de armas. Concretamente, se me 
planteó la situación particular de una persona que compra municiones para alguien que vive en el 
campo. No están en desacuerdo con el proyecto de ley, sino que consideran que cuantas más 
limitaciones existan, más garantías tendrán. Se les podría considerar a todos como vendedores de 
armas porque ante una situación de incertidumbre el comercio se volvería -y esto dicho entre comillas- 
contra ellos. Sin embargo, según su opinión, hay algunos aspectos delimitantes que no deberían estar. 


Luego de entrevistar a esta gente y de escuchar las modificaciones propuestas por ellos, nos 
comunicaremos con el Poder Ejecutivo para tratar el proyecto de ley. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Se me plantea una duda con respecto al artículo 2? que establece una pena de 
24 meses de prisión a 6 meses de penitenciaría a quien de cualquier modo adquiriere, alquilare, 
recibiere, transportare, distribuyere, ocultare, tuviere en depósito, fabricare, produjere, creare, armare, 
ensamblare o reensamblare, adulterare, vendiere, o de cualquier forma utilizare armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados sin autorización o contraviniendo las normas 
legales o reglamentarias. 


Mi pregunta es la siguiente: ¿la ley permite encarcelar a una persona que tiene en su casa 
un Mauser de 1904, regalo de su abuelo, que utilizó en la revolución de ese año? ¿Qué sucede con las 
personas que tienen armas de colección? Estoy de acuerdo con que se ajuste esta situación a la ley, 
pero me parece que se debería buscar un mecanismo que facilitara la denuncia de estas armas. Es 
poco realista que una persona que vive en la 8? Sección de Tacuarembó tenga que venir a la Jefatura 
de Policía a denunciar su arma. En cambio, si a través de un mecanismo adecuado pudiera 
presentarse ante la Comisaría de la 8? Sección de Tacuarembó y denunciar que tiene en su casa un 
arma para determinado fin, posiblemente se le evitarían 6 años de penitenciaría. 


SEÑOR PASQUET.- Comparto la preocupación planteada por el señor Senador Nin Novoa en relación 
al artículo 2% porque el mismo es de tal amplitud que pueden quedar atrapadas en él conductas que 
son habituales en nuestra sociedad. Una de las hipótesis allí planteadas, entre muchas otras, es 
cuando se refiere a quienes reciben armas y de cualquier manera las utilizan. Imaginen la situación 
planteada, por ejemplo, en Semana de Turismo cuando se forman grupos de amigos y se arman para ir 
a cazar al monte. ¿Cuántos de ellos prestan armas a otros integrantes del grupo que las utilizan para 
cazar perdices? ¿Cometen un delito? 


A mi juicio, habría que afinar los términos de esta norma. 


SEÑORA MOREIRA.- Evidentemente, la única no integrante de la asociación del rifle soy yo, por lo 
tanto comunico que estoy totalmente de acuerdo con este proyecto de ley y lo votaría tal como está. 


Con respecto a lo que objeta el señor Senador Nin Novoa del artículo 2” relativo a que exista 
alguna norma procedimental que habilite a un registro generalizado de las armas antes de la aplicación 
y la plena vigencia de esta norma, sobre todo por la pena de penitenciaría prevista, quizás debiéramos 
trabajar explícitamente en ese asunto y solicitar una audiencia al respecto. De todos modos, considero 
que el objetivo del proyecto de ley es muy claro, aunque desconozco la magnitud del fenómeno del 
tráfico ilícito de armas en Uruguay. Por tanto, me gustaría recibir información al respecto y, a partir de 
una exposición más concienzuda sobre la relevancia del fenómeno, comenzar a tratar el tema 
sustantivamente. Reitero que, a mi juicio, el objetivo del proyecto de ley es claro y lo comparto 
totalmente. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que el propósito de la norma responde a una realidad particular que se ha 
puesto de manifiesto en los últimos años, que tiene que ver con el incremento de la violencia y el uso 
de armas en ese tipo de episodios, con consecuencias desastrosas como la pérdida de vidas 
humanas, lesiones, etcétera. 


Si bien ese fenómeno es esencialmente urbano, también es verdad que nuestra sociedad se 
ha urbanizado rápidamente, lo que hace que el Legislador no pueda permanecer pasivo ante esa 
realidad y, por tanto, deba adoptar medidas que, obviamente, no lograrán un resultado totalmente 
efectivo pero, de todos modos, es prudente y de buen criterio tomar previsiones en ese sentido. 


Ahora bien; comparto lo expresado por el señor Senador Nin Novoa en cuanto a que por la 
gravedad de las consecuencias que desde el punto de vista penal se prevén en el proyecto de ley, la 
norma debería recoger las distintas realidades existentes en nuestra sociedad. Es evidente que la 
situación de un barrio ubicado en una zona urbana no es la misma que la de un lugar apartado en el 
medio rural, en el que, incluso, más allá del espíritu deportivo, las personas tienen armas porque se 
encuentran aisladas y alejadas de vecinos que puedan ayudarlas a defenderse. Entonces, recurren a 
esos elementos para garantizar la seguridad de sus familias y de sus bienes. Evidentemente, en este 
caso no hay un propósito agresivo contra nadie; incluso, muchas veces ni siquiera se exhiben las 
armas. Me parece que en estos casos, y en el mismo sentido que mencionaba el señor Senador Nin 
Novoa, hay que tratar de facilitar a esa gente la posibilidad de cumplir con la ley porque si 
establecemos un trámite pesado que implique trasladarse a la ciudad para denunciar la situación y 
hacer un trámite burocrático complejo, la norma estaría pecando de poco realista al no tener en cuenta 
la realidad de quienes se encuentran alejados de la ciudad y no disponen de las mismas facilidades de 
acceso que quienes viven en ella. Entonces, creo que hay que buscar la forma de que el trámite sea 
sencillo y que se pueda realizar en unidades del Estado localizadas en la zona como, por ejemplo, en 
las Comisarías. Es evidente que aunque se viva en el medio rural, la posibilidad de acceder a una 
Comisaría no es algo demasiado utópico o falto de realidad, sobre todo en tiempos en que los medios 
de transporte y las posibilidades de comunicarse han avanzado mucho. 


Reitero que hay que dar a este artículo una dosis de realismo para no caer en excesos o en 
actitudes propias de un Legislador que vive en una sociedad urbanizada y, obviamente, no tiene en 
cuenta ese tipo de situaciones a las que se enfrentan compatriotas que también viven en el territorio 
nacional. Por lo tanto, considero que hay que adecuar la norma a la realidad de esa población. En ese 
sentido, es atinada la propuesta del señor Senador Nin Novoa en el sentido de dar realismo a esas 
posiciones, sobre todo en lo que tiene que ver con las sanciones previstas, de modo de no aprobar 
normas que luego no puedan ser aplicadas en la realidad, con las consecuencias que ello implica. 
Nadie está libre de padecer un episodio de violencia en el que tenga que usar un arma, con 
consecuencias muy duras y fuertes para quien viva esa situación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ROSADILLA.- A los efectos de la versión taquigráfica, quisiera hacer una declaración 
filosófica: obviamente, prefiero las flores a las armas. 


De todas formas, el proyecto de ley -que, en general, es compartible en su espíritu y en 
buena parte de su desarrollo- tiende más que nada al objetivo de conocer, saber y regular lo que 
existe. No se trata de impedir la tenencia de armas, sino de obligar a que todos los procedimientos 
sean conocidos y reglados. En ese sentido, la norma es compartible. 


Como lo ha hecho notar el señor Senador Nin Novoa, el nivel de generalidad del artículo 2. 
implica algunas distorsiones que no son pocas en nuestro país y que, quizás, podrían salvarse con una 
observación en el sentido de decir que aquí nos estamos refiriendo a las armas de fuego que 
efectivamente estén en condiciones de ser usadas. No olvidemos que -como también se mencionó- 
hay armas que, pese a no estar en esa situación, simplemente son piezas de recordación y tal vez 
bastaría con quitarles alguna parte que las inhabilitara para poder conservarlas en el patrimonio familiar 
sin tener que realizar todos los procedimientos de declaración y demás. De esa manera estaríamos 
salvando todo lo que no es considerado un arma activa o con posibilidades de ser activada. 


Hay otra cuestión que habría que precisar. Debo confesar que cuando leí el texto del 
proyecto de ley por primera vez no noté lo que mencionó el señor Senador Nin Novoa, pero creo que 
se puede salvar. Por otro lado, cabe destacar que el concepto de la expresión “otros materiales 
relacionados” es muy amplio. Es más, hay otros materiales vinculados o que podrían relacionarse y 
que tienen diversidad de usos, por lo que dejar ese nivel de generalización implicaría correr un riesgo. 
Debería especificarse más destacándose, por ejemplo, en qué circunstancia esos otros materiales 
están relacionados con algo que efectivamente suceda. Por ejemplo, todos sabemos que en la 
industria minera se usan muchos elementos que también están vinculados o podrían relacionarse con 
armas o explosivos. 


Insisto en que, quizás, el artículo 2. debería ser objeto de un par de consideraciones que 
salvaran ese nivel de generalidad. Me parece que en un caso podría ser bastante sencillo, pero en el 
otro no encuentro una frase que lo exprese exactamente, aunque sí imagino el contenido; creo que esa 
relación no debe ser eventual sino práctica. Por ejemplo, esto que se encontró tenía relación con algo, 
no suelto ni independiente, pero no sé cómo puede ser llevado al texto. 


Por lo demás, debo decir que no tengo objeciones, salvo que ese “plazo de seis meses, a 
contar desde la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley” a los efectos de la regularización, 
debería ser a título de gratuidad. Creo que no debería haber objeciones a causa de tasas o de pagos 
de algún tipo que deban hacerse, para que nadie pueda esgrimir que no tenía dinero suficiente -por 
poco que sea- para realizar ese trámite. Lo más importante es que el Estado asuma el conocimiento de 
lo que existe y después, en adelante, con lo nuevo se podrán generar otras disposiciones. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑORA MOREIRA.- Por mi parte, sugiero hacer una consulta a los Ministerios de Defensa Nacional y 
del Interior con respecto al artículo 2. que, como dice el señor Senador Rosadilla, alude a “otros 
materiales relacionados sin autorización” y a la “pena de 24 meses de prisión a 6 años de 
penitenciaría”. 


En caso de que haya intención de aprobar el proyecto de ley -supongo que la hay; por lo 
menos, esa es la idea de la Bancada del Frente Amplio- sugiero que se analice el artículo 9. por el que 
se concede “un plazo de seis meses”. Es claro que el plazo se puede incrementar, pero me parece que 
podríamos aprovechar la entrada en vigencia de la ley, no para hacer una gran campaña de desarme, 
pero sí de regularización de armas, de registro o de desarme de quienes las posean de manera 
irregular. Esto debería ir acompañado de una campaña más o menos general que asegure la mayor 
sencillez y gratuidad en los trámites de registro de armas. 


En síntesis, propongo realizar una recomendación sobre la reglamentación del artículo 9 del 
proyecto de ley y luego consultar al Ministerio de Defensa Nacional sobre las cuestiones contenidas en 
su artículo 2. 


A mi entender, este proyecto de ley viene a llenar un vacío legal existente en la materia y 
sobre el que, supongo, los países de la región ya están más que avanzados. Recién ahora, al leer la 
iniciativa me entero de las dificultades legales que existen con respecto a este tema y de lo poco que 
hemos problematizado esta cuestión del tráfico de armas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia propone invitar al señor Ministro del Interior o a quien él 
entienda que debe concurrir para brindar información a esta Comisión sobre el tema y, a su vez, recibir 
a las delegaciones que soliciten ser escuchadas en este ámbito. Luego podremos determinar si 
analizamos en ese momento el proyecto de ley y realizamos las modificaciones del caso o si lo 
hacemos en una reunión posterior. 


En virtud de que hablamos de comenzar a tratar el Código del Proceso Penal y de que en 
este mes de junio tenemos menos sesiones, a efectos de no dilatar el análisis de esta iniciativa que es 
importante, tal vez podemos intercalar su estudio o, de lo contrario, abordarla en la primera sesión del 
mes de julio. De esa forma, estaríamos contando con instrumentos legales para atender esta 
problemática. 


Por otro lado, creo que las penas deben tener relación con lo que ocurre. En lo personal, me 
gustaría remitir a la Comisión que elaboró el Código Penal -aclaro que no me estoy refiriendo al 
Código del Proceso Penal- por lo menos el artículo 2. del proyecto de ley o toda la iniciativa, porque si 
bien hay que estipular penas importantes, no pueden quedar aisladas de las que existen para otros 
delitos. Un hecho es trasladar un arma sin la autorización correspondiente -me refiero a alguien que 
por alguna razón porta un arma- y otro, distinto, es estar involucrado en el tráfico de armas. Me 
gustaría conocer esas opiniones porque tal vez se pueden establecer penas de menor o mayor grado 
cuando hay intencionalidad o un elemento adicional. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, en la primera sesión del mes de julio la Comisión 
puede recibir al señor Ministro del Interior -en lo personal, pienso que el Ministerio de Defensa Nacional 
tiene menos que ver con el tema, aunque sí con el de la destrucción de las armas- o a quien él 
invoque, así como a las delegaciones que soliciten ser escuchadas. No me gustaría que el día de 
mañana ocurriese algo e hiciera cuatro o cinco meses que esta Comisión estuviera dando vueltas con 
este proyecto de ley. Este proyecto es relativamente simple y deberíamos dar una respuesta a este 
vacío legal en forma relativamente rápida pero sin que eso implique que no se estudie a fondo. 


SEÑOR PASQUET.- Estoy de acuerdo con lo que plantea el señor Presidente, y agregaría que 
podríamos enviar una nota a las Cátedras de Derecho Penal de las Facultades que actualmente nos 
asesoran, remitiendo el proyecto en su totalidad con su correspondiente exposición de motivos pero 
consultando especificamente sobre los artículos 1? y 2%, que son los que tratan de las normas penales. 


SEÑOR ROSADILLA.- En la misma línea de lo que ha expresado el señor Presidente y de acuerdo 
con el planteo del señor Senador Pasquet, recién conversamos con el señor Senador Nin Novoa y 
entendemos que es complejo castigar con veinticuatro meses de prisión la violación de un reglamento. 
Se sabe que hay que avanzar, pero hay un montón de problemas, a lo que se suman también las 
condiciones reales en que esto puede producirse. Entonces, sin dejar de ser una violación del 
reglamento o, eventualmente, hasta de una ley, se puede generar una pena absolutamente 
desproporcionada con relación al motivo y al peligro que se puede haber causado, porque no hace 
distinción, dice y/o la reglamentación. Por lo tanto, creo que habría que ser bastante más precisos en 
este artículo. 


SEÑORA MOREIRA.- La idea de una penalidad tan grave es para desestimular la tenencia ¡legal de 
armas y, por otro lado, el tráfico está especialmente penado con una pena de un tercio mayor; esto es 
lo que he leído. 


SEÑOR PASQUET.- El planteo del señor Senador Rosadilla es muy atinado con relación a la pena y a 
la forma en que esto puede funcionar. No olvidemos que veinticuatro meses de prisión es lo máximo a 
lo que se puede llegar en términos de pena de prisión. Si aumentamos un día, ya estamos en la pena 
de penitenciaría y la consecuencia que tiene es que el delito pasa a ser no excarcelable, ya que en 
nuestro régimen procesal actual no puede obtener su libertad provisional. Entonces escuchemos lo que 
estamos hablando: se está diciendo que una persona que le presta a otra su arma para ir de caza en la 
semana de turismo -uso nuevamente ese ejemplo porque todos conocemos gente que va a cazar en 
esa semana- ya está cometiendo delito y tiene un mínimo de veinticuatro meses de acuerdo con esto. 
Es más, si le preguntan lo que hizo el año pasado y responde que hizo lo mismo, hay reiteración real, 
lo que aumenta la pena inexorablemente, cae en la pena de penitenciaría que no es excarcelable. Es 
decir que el individuo va preso y tiene que esperar la sentencia definitiva para recién después pedir la 
libertad anticipada cuando haya cumplido la mitad de la pena; esto es de una severidad draconiana. 
Seguramente esa no es la intención: una cosa es castigar con seguridad el tráfico -pero eso remite a la 
idea de tráfico oneroso de gente que cobra por vender armas- y otra, la entrega a título gratuito, 
amistoso, sin ánimo de lucro, simplemente por inadvertencia, por seguir una costumbre de tiempos 
inmemoriales. Tenemos que tener mucho cuidado con esto porque lo que pasa cuando el régimen es 
tan severo es que la autoridad con dos dedos de frente dice que no puede mandar a alguien a prisión 
de esta manera, mira para otro lado, no aplica la norma y entonces estamos peor que al principio. Por 
lo tanto hay que graduar esto adecuadamente para que sea aplicable de manera razonable. 


SEÑOR ROSADILLA.- Creo que en este asunto hay que pensar en una situación que es todavía más 
sencilla. Quienes legalmente adquieren un arma, hacen el trámite de tenencia y no el de porte, porque 
la usan para tenerla en su domicilio, y también la pueden llevar en la guantera de su vehículo, porque 
la ley así lo admite, ya que se toma como una extensión del domicilio. Si esa persona, por casualidad, 


saca el arma de la guantera y la guarda en un bolso para que no se la roben y al regresar no la coloca 
nuevamente en su lugar, está violando el reglamento actual y supongo que también los que vendrán. 
Creo que tomar esto al pie de la letra genera un grado de exposición muy grande. 


SEÑORA MOREIRA.- Creo que el hecho de prestar un arma para cazar ciervos o algo por el estilo 
constituye una excepción a lo que va dirigido el espíritu de esta ley, que es tratar de evitar que haya 
armas circulando por toda la ciudad. Sin dudas, esto ocurre, se están alquilando armas y la violencia 
asociada a los delitos tiene que ver con el tráfico de armas, sea cual sea la forma de obtenerla, es 
decir, porque se alquile, porque se preste o porque se robe. Tampoco me parece bien que un arma se 
lleve en la guantera del auto, porque pueden generarse problemas en caso de cualquier conflicto en el 
tránsito. Me parece que la ley apunta a ese tipo de situaciones y si lo que queremos es dejar sentado 
que hay excepciones que deben contemplarse en virtud de un buen espíritu ciudadano, entonces 
debemos trabajar sobre dichas excepciones, pero el problema de la circulación de armas es otra cosa, 
y no creo que sea necesario mencionar este punto al señor Senador Rosadilla, porque lo conoce más 
que yo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De lo que se trata es de que haya mayor responsabilidad. 


SEÑORA MOREIRA.- Como sabemos, en el interior -y sobre todo en Canelones- la adquisición de 
armas ha aumentado de forma exponencial, y existen estudios al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 47 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


